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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]CLÁUSULAS EXCEPCIONALES – Noción- Alcance 

Durante la ejecución de los contratos, las Entidades Estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –en adelante EGCAP– usualmente cuentan con distintas potestades exorbitantes o excepcionales, con base en las cuales ejercen la dirección general del contrato y realizan las actividades propias de vigilancia y control. Entre dichas potestades se encuentran: a) Las cláusulas excepcionales del artículo 14 de la Ley 80 de 1993, concepto que incluye la terminación unilateral, la interpretación unilateral, la modificación unilateral, la caducidad y la reversión. Dichas prerrogativas se desarrollan en los artículos 15 a 19 ibidem; b) Las cláusulas excepcionales de imposición unilateral de las cláusulas penales y de multas, según lo establecido en el artículo 17 de la Ley 1150 de 2007. En este caso su exorbitancia se refiere a la facultad de imposición unilateral, no a su pacto, que es posible en virtud de las normas civiles y comerciales; c) Las potestades establecidas en otras disposiciones como la liquidación unilateral y la declaratoria unilateral del siniestro –artículos 7 y 11 de la Ley 1150 de 2007–.

CLÁUSULAS EXCEPCIONALES – Potestades Exorbitantes – Artículo 14 – Ley 80 de 1993 

Las potestades exorbitantes son una manifestación del imperium de la Administración en los procesos de contratación pública. En tal sentido, la utilización de las cláusulas exorbitantes estaría justificada porque se convierte en un instrumento para salvaguardar el interés público involucrado en el cumplimiento de las prestaciones del contrato. A estas cláusulas también se les denomina como “exorbitantes”. Etimológicamente, esta palabra viene del latín: se compone del prefijo ex, que indica separación o movimiento de salida, y la raíz de la palabra orbita, relacionado con el curso de los astros, un derivado de la palabra orbis, que significa circunferencia. En esta medida, lo exorbitante es lo que se sale excesivamente de su ritmo o medida habitual. Para la doctrina, estas cláusulas son exorbitantes bien porque son poco habituales en los contratos entre particulares o porque, pactadas en los mismos, están viciadas de nulidad. Por ser poco habituales, cláusulas como las de supervisión e interventoría tendrían esta naturaleza, las cuales –pese a la definición– pueden pactarse en los contratos entre particulares, pues no están expresamente prohibidas. 

En relación con estas potestades de carácter exorbitante, la versión original del artículo 14.2 de la Ley 80 de 1993 disponía que en los contratos cuyo objeto fuera el ejercicio de actividades constitutivas de monopolio estatal, la prestación de servicios públicos, la explotación y concesión de bienes del Estado, así como en los contratos de obra, debían pactarse las cláusulas excepcionales al derecho común de terminación, interpretación y modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes nacionales y de caducidad. Asimismo, establecía que en los contratos de explotación y concesión de bienes del Estado debía incluirse la cláusula de reversión.

POTESTADES EXORBITANTES – Elemento de la naturaleza

Para mayor claridad, la jurisprudencia ha señalado que el artículo 14 de la Ley 80 de 1993 estructura cuatro grupos de contratos en los cuales el régimen aplicable a las potestades excepcionales varía según el tipo contractual. Esta clasificación permite comprender de manera sistemática cómo opera la inclusión legal de dichas facultades y cuáles son los alcances de la intervención unilateral de la Administración en cada categoría contractual. El primer grupo corresponde a aquellos en los que es obligatorio incluir poderes exorbitantes, formado por aquellos que tengan por objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal, la prestación de servicios públicos, los contratos relacionados con el programa de alimentación escolar o la explotación y concesión de bienes del Estado, así como en los contratos de obra. En estas tipologías, conforme a la clasificación del artículo 1501 del Código Civil, los poderes corresponden a cláusulas de naturaleza, es decir, aquellas que –frente al silencio del pliego de condiciones o del contrato– forman parte del negocio en virtud de la ley. Considerando la relación directa de estos contratos con la eficiente prestación de los servicios públicos, los poderes exorbitantes de este grupo son irrenunciables. 

 CLÁUSULAS EXCEPCIONALES– Elemento accidental

El segundo grupo está conformado por los contratos en que estas facultades son potestativas, lo cual aplica a los contratos de suministro y de prestación de servicios. Si bien todas las entidades deben cumplir con los fines del artículo 3 de la Ley 80 de 1993, en este caso existe una relación indirecta con la prestación de los servicios públicos, por lo que estas cláusulas no son obligatorias. En este grupo, la ley no suple el silencio del pliego de condiciones o del contrato, pues –conforme al artículo 1501 del Código Civil– son elementos accidentales que requieren pacto expreso. 

CLÁUSULAS EXCEPCIONALES – Cláusula prohibitiva 

El tercer grupo corresponde a los contratos del parágrafo del artículo 14 del Estatuto General donde la ley prohíbe pactar de estos poderes, so pena de nulidad absoluta por objeto ilícito. En esta categoría se ubican los contratos celebrados con personas públicas internacionales o aquellos de cooperación, ayuda o asistencia; los interadministrativos; los de empréstito, donación y arrendamiento; los contratos cuyo objeto sea el desarrollo de actividades comerciales o industriales de las entidades estatales que no correspondan a las previstas en el numeral 2 del artículo 14; los destinados al desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas; y los contratos de seguro tomados por las entidades estatales. 

Finalmente, el cuarto grupo está conformado por las tipologías que no se encuentran en alguno de los tres (3) grupos anteriormente comentados. Dado que la ley autoriza su ejercicio, no es posible fundamentar estos poderes en la autonomía de la voluntad. Por tanto, se entiende también están prohibidos en este último grupo, ya que: “De un lado […], este tipo de poderes requiere, cuando menos, autorización legal para su inclusión y posterior utilización, debido a la naturaleza que tienen estas prerrogativas -por su carácter extraordinario e inusual, en relación con el derecho común-, y, de otro, […] el legislador es el único que puede disponer competencias para la expedición de actos administrativos en desarrollo de los contratos estatales, actos que, como es sabido, constituyen el mecanismo de ejercicio de las exorbitancias contractuales”.

CLÁUSULAS EXCEPCIONALES– Contrato – Explotación y Concesión – Bienes del Estado – Alcance

[…] resulta necesario precisar el alcance de la expresión “explotación y concesión de bienes del Estado”. En particular, debe señalarse que dicha expresión no se limita, en sentido estricto, a los contratos tipificados en el artículo 32.4 de la Ley 80 de 1993 —referidos específicamente a los contratos de concesión—, sino que comprende otros contratos estatales que, aunque no estén previstos de manera expresa en dicha disposición, por su objeto y finalidad implican la utilización, aprovechamiento o administración de bienes estatales.

En este contexto, la expresión “explotación y concesión de bienes del Estado” debe entenderse como una categoría amplia que abarca todos aquellos contratos mediante las cuales un particular asume la gestión, uso o aprovechamiento de bienes públicos, independientemente de la denominación contractual empleada. Lo determinante es la naturaleza de la actividad desarrollada y su vinculación con la administración o explotación de bienes estatales, y no la tipología contractual específica.

Para efectos interpretativos, esta expresión debe analizarse conforme al sentido literal de las palabras, conforme a lo regulado en el artículo 28 del Código Civil, que prescribe: “Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal”. De esta manera, la interpretación debe partir del significado ordinario de los términos “explotación” y “concesión”, lo cual permite abarcar un espectro contractual más amplio que el previsto de manera taxativa en el artículo 32.4 de la Ley 80 de 1993, por lo que limitar su alcance a esa enumeración taxativa implicaría desconocer que, en la práctica administrativa, existen múltiples formas de gestión, aprovechamiento y administración de bienes estatales que no encajan de manera rígida a la categoría de concesión del artículo 32.4, pero que sí comparten su finalidad económica y su lógica de colaboración entre el Estado y los particulares.





Bogotá D.C., 1 de julio de 2026	
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Estimado Señor Fajardo Restrepo: 

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por los Decretos 4170 de 2011 y 1822 de 2019 y de conformidad con las modalidades del derecho de petición contempladas en la Ley 1755 de 2015, así como lo establecido en la Resolución N° 469 del 2025 expedida por esta Agencia, responde la solicitud de consulta del 20 de mayo de 2026, en la cual manifiesta: 

“Respetuosamente formulo consulta sobre el alcance y sentido de la expresión subrayada en el aparte transcrito. Al referirse a los contratos que tengan por objeto la “explotación y concesión de bienes del Estado” ¿Estas disposiciones deben ser entendidas como incluyendo únicamente a los contratos de concesión y explotación de bienes del Estado, contratos
nominados, consagrados y definidos por el numeral 4 del artículo 32 de la Ley 80? o, por el contrario, ¿comprenden cualquier contrato por el cual se realice la explotación de bienes del Estado y/o a través del cual estos bienes sean concesionados?

La primera interpretación permite delimitar la aplicación de las cláusulas excepcionales a la tipología consagrada en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, sean los bienes concesionados bienes de uso público o bienes fiscales.

Por otro lado, la segunda interpretación – interpretación extensiva – implicaría el entender incorporadas las cláusulas excepcionales a todo contrato a través del cual se realice la explotación de bienes del Estado, sean estos bienes de uso público o bienes fiscales, a la excepción de los contratos de arrendamiento, de conformidad con el parágrafo del artículo
14 de la ley 80 de 1993. En ese sentido, cualquier contrato a través del cual se confíe la explotación de bienes de propiedad pública implicaría la aplicación inherente de las cláusulas excepcionales. Eso implicaría reconocer que, a falta de legislación especial, en tipologías como los contratos de aprovechamiento económico del espacio público o, en cualquier tipología nominada o innominada, típica o atípica, que se celebre para autorizar una ocupación privativa y/o la explotación de bienes públicos, fiscales o de uso público, las cláusulas excepcionales deban tenerse como incorporadas”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

I. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de sus solicitudes, esta Agencia procede a resolver el siguiente problema jurídico: ¿Cuál es el alcance jurídico de la expresión “contratos que tengan por objeto la explotación y concesión de bienes del Estado”, contenida en el numeral 2 del artículo 14 de la Ley 80 de 1993? ¿debe entenderse que las cláusulas excepcionales se incorporan únicamente a los contratos de concesión definidos en el artículo 32, numeral 4 o también a cualquier tipo contractual —nominada o innominada— mediante la cual se autorice la explotación, uso privativo o aprovechamiento económico de bienes del Estado?

II. Respuesta:

	En cuanto al problema jurídico de su consulta se advierte que las potestades exorbitantes o cláusulas excepcionales pueden configurarse como elementos de la naturaleza, accidentales o, en ciertos casos, prohibidos dentro de determinados contratos estatales. En este marco, adquiere especial relevancia el análisis de aquellos contratos cuyo objeto consiste en “la explotación o concesión de bienes del Estado”, puesto que, de conformidad con el numeral 2 del artículo 14 de la Ley 80 de 1993, estos se encuentran sometidos al ejercicio de potestades excepcionales aun cuando tales prerrogativas no estén pactadas de manera expresa en el contrato. 
Esto obedece a que, por su propia naturaleza, dichos contratos involucran la gestión, protección y aprovechamiento del patrimonio público, lo cual habilita a la Administración para ejercer potestades exorbitantes orientadas a salvaguardar el interés general. Así, la presencia de potestades exorbitantes no depende exclusivamente de su estipulación contractual, sino de la función pública comprometida en la explotación o concesión de bienes estatales, lo que justifica la aplicación de un régimen reforzado de dirección y control administrativo.
No obstante, resulta necesario precisar el alcance de la expresión “explotación y concesión de bienes del Estado”. En particular, debe señalarse que dicha expresión no se limita, en sentido estricto, a los contratos tipificados en el artículo 32.4 de la Ley 80 de 1993 —referidos específicamente a los contratos de concesión—, sino que comprende otros contratos estatales que, aunque no estén previstos de manera expresa en dicha disposición, por su objeto y finalidad implican la utilización, aprovechamiento o administración de bienes estatales.
En este contexto, la expresión “explotación y concesión de bienes del Estado” debe entenderse como una categoría amplia que abarca todos aquellos contratos mediante las cuales un particular asume la gestión, uso o aprovechamiento de bienes públicos, independientemente de la denominación contractual empleada. Lo determinante es la naturaleza de la actividad desarrollada y su vinculación con la administración o explotación de bienes estatales, y no la tipología contractual específica.
Para efectos interpretativos, esta expresión debe analizarse conforme al sentido literal de las palabras, conforme a lo regulado en el artículo 28 del Código Civil, que prescribe: “Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal”. De esta manera, la interpretación debe partir del significado ordinario de los términos “explotación” y “concesión”, lo cual permite abarcar un espectro contractual más amplio que el previsto de manera taxativa en el artículo 32.4 de la Ley 80 de 1993, por lo que limitar su alcance a esa enumeración taxativa implicaría desconocer que, en la práctica administrativa, existen múltiples formas de gestión, aprovechamiento y administración de bienes estatales que no encajan de manera rígida a la categoría de concesión del artículo 32.4, pero que sí comparten su finalidad económica y su lógica de colaboración entre el Estado y los particulares.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la caducidad de la facultad sancionatoria y sus procedimientos debe realizarse por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.



III. Razones de la respuesta:

[bookmark: _Hlk78820161]Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i. Durante la ejecución de los contratos, las Entidades Estatales sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública –en adelante EGCAP– usualmente cuentan con distintas potestades exorbitantes o excepcionales, con base en las cuales ejercen la dirección general del contrato y realizan las actividades propias de vigilancia y control. Entre dichas potestades se encuentran: a) Las cláusulas excepcionales del artículo 14 de la Ley 80 de 1993, concepto que incluye la terminación unilateral, la interpretación unilateral, la modificación unilateral, la caducidad y la reversión. Dichas prerrogativas se desarrollan en los artículos 15 a 19 ibidem; b) Las cláusulas excepcionales de imposición unilateral de las cláusulas penales y de multas, según lo establecido en el artículo 17 de la Ley 1150 de 2007. En este caso su exorbitancia se refiere a la facultad de imposición unilateral, no a su pacto, que es posible en virtud de las normas civiles y comerciales; c) Las potestades establecidas en otras disposiciones como la liquidación unilateral y la declaratoria unilateral del siniestro –artículos 7 y 11 de la Ley 1150 de 2007–.
Las primeras, esto es, las cláusulas excepcionales del artículo 14 de la Ley 80 de 1993, son denominadas por la jurisprudencia del Consejo de Estado y por la doctrina como estipulaciones de obligatoria inclusión en los contratos de concesión o explotación de bienes del Estado, obra, prestación de servicios públicos y aquellos que tengan por objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal. En estas tipologías contractuales, sin importar si se incorporaron o no dentro del contrato, se entienden incluidas por el ministerio de la ley. En torno a estas cláusulas excepcionales, la doctrina ha sostenido: 

“[…] podemos decir que se trata de un mecanismo encaminado a preservar la legalidad de las autoridades públicas, comprendido por el conjunto de prerrogativas que ostenta la Administración en el ámbito contractual dirigido a tutelar el interés público de la comunidad. Estas potestades pueden ser ejercidas por la Administración como manifestación de su imperium o poder del Estado, que se concreta en el poder jurídico para imponer coactivamente su voluntad, lo cual debe matizarse, dado que estas prerrogativas solo podrán ser ejercidas en las situaciones de hecho previamente establecidas por la ley y dentro de los límites señalados por la misma. Se trata de cláusulas excepcionales al derecho común, típicamente administrativas”[footnoteRef:1].  [1:  EXPÓSITO VÉLEZ, Juan Carlos. Forma y contenido del contrato estatal. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013. p. 190.
] 


Las potestades exorbitantes son una manifestación del imperium de la Administración en los procesos de contratación pública. En tal sentido, la utilización de las cláusulas exorbitantes estaría justificada porque se convierte en un instrumento para salvaguardar el interés público involucrado en el cumplimiento de las prestaciones del contrato. A estas cláusulas también se les denomina como “exorbitantes”. Etimológicamente, esta palabra viene del latín: se compone del prefijo ex, que indica separación o movimiento de salida, y la raíz de la palabra orbita, relacionado con el curso de los astros, un derivado de la palabra orbis, que significa circunferencia. En esta medida, lo exorbitante es lo que se sale excesivamente de su ritmo o medida habitual[footnoteRef:2]. Para la doctrina, estas cláusulas son exorbitantes bien porque son poco habituales en los contratos entre particulares o porque, pactadas en los mismos, están viciadas de nulidad[footnoteRef:3]. Por ser poco habituales, cláusulas como las de supervisión e interventoría tendrían esta naturaleza, las cuales –pese a la definición– pueden pactarse en los contratos entre particulares, pues no están expresamente prohibidas.  [2:  Cfr. http://etimologias.dechile.net/?exorbitante. Consultado el 30 de junio de 2026. 
]  [3:  En efecto, “Se llaman así porque son evidentemente diferentes del derecho común. No se concebirían en los contratos civiles porque quedaría roto el principio de igualdad entre las partes y el de libertad contractual. Estas cláusulas exorbitantes del derecho común sobrepasan el ámbito de este derecho, ya sea porque son inusuales o porque incluidas en los contratos de derecho privado resultarían ilícitas por exceder el ámbito de la libertad contractual. Vale decir, en consecuencia, que las cláusulas exorbitantes pueden ser inusuales o ilícitas y en este caso por afectar el orden público” (DÍEZ, Manuel María. Manual de derecho administrativo. Tomo I. Décima Edición. Buenos Aires: Editorial Plus Ultra. p. 293. En el mismo sentido, RIVERÓ, Jean. Derecho Administrativo. Caracas: Universidad Central de Venezuela, 1984. pp. 128-129. VEDEL, George. Derecho administrativo. Madrid: Editorial Aguilar, 1980. p. 191).  ] 

En relación con estas potestades de carácter exorbitante, la versión original del artículo 14.2 de la Ley 80 de 1993 disponía que en los contratos cuyo objeto fuera el ejercicio de actividades constitutivas de monopolio estatal, la prestación de servicios públicos, la explotación y concesión de bienes del Estado, así como en los contratos de obra, debían pactarse las cláusulas excepcionales al derecho común de terminación, interpretación y modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes nacionales y de caducidad. Asimismo, establecía que en los contratos de explotación y concesión de bienes del Estado debía incluirse la cláusula de reversión. Al respecto, la doctrina expresa: 

“Al analizar los eventos previstos por el artículo 14 de la Ley 80 de 1993, esta concepción salta a la vista. Los contratos que exigen la incorporación de cláusulas excepcionales son aquellos en los que resulta particularmente vinculada una actividad de trascendencia pública, como la prestación de servicios públicos, el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal y las obras públicas, o aquellos en los que se le permite al contratista el provecho de una actividad de particular valor para el Estado, como la explotación y concesión de bienes públicos. Por el contrario, los eventos en los que se prohíbe la inclusión de cláusulas excepcionales reflejan situaciones en las que la Administración ha de estar en un plano de igualdad con sus contratistas, bien por la calidad de estos, como en los contratos interadministrativos o los contratos suscritos con entidades internacionales de cooperación o los contratos de empréstito, o bien porque la actividad objeto del contrato hace aconsejable un trato igualitario entre las partes, como sucede en los contratos de las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía con capital público mayoritario, cuando desarrollan su objeto comercial o industrial, los contratos de seguros, tomados por las entidades estatales, o los contratos de ciencia y tecnología. Las actividades de colaboración propia de los convenios o las dinámicas comerciales en las que la entidad contratante está en competencia con otras empresas del sector privado hacen inconveniente la inclusión de esas potestades públicas (art. 14, parg.)”[footnoteRef:4]. (énfasis fuera de texto).  [4:  BENAVIDES RUSSI, José Luis. Cláusulas excepcionales, potestades públicas y poderes unilaterales de la Administración contratante: prerrogativas, derechos y cargas. En: Las Transformaciones de la Administración Pública y del Derecho Administrativo, 2019. p. 178. ] 


Posteriormente, dicho artículo fue modificado por el artículo 52 de la Ley 2195 de 2022, el cual amplió el ámbito de aplicación de las cláusulas excepcionales para incluir los contratos relacionados con el Programa de Alimentación Escolar (PAE). En tal sentido, el precitado artículo dispone:

“ARTICULO 14. DE LOS MEDIOS QUE PUEDEN UTILIZAR LAS ENTIDADES ESTATALES PARA EL CUMPLIMIENTO DEL OBJETO CONTRACTUAL. Para el cumplimiento de los fines de la contratación, las entidades estatales al celebrar un contrato: 
[…]
2o. Pactaran las cláusulas excepcionales al derecho común de terminación, interpretación y modificación unilaterales, de sometimiento a las leyes nacionales y de caducidad en los contratos que tengan por objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal, la prestación de servicios públicos, los contratos relacionados con el programa de alimentación escolar o la explotación y concesión de bienes del Estado, así como en los contratos de obra. En los contratos de explotación y concesión de bienes del Estado se incluirá la cláusula de reversión.  
Las entidades estatales podrán pactar estas cláusulas en los contratos de suministro y de prestación de servicios.  
En los casos previstos en este numeral, las cláusulas excepcionales se entienden pactadas aun cuando no se consignen expresamente.  
PARAGRAFO. En los contratos que se celebren con personas públicas internacionales, o de cooperación, ayuda o asistencia; en los interadministrativos; en los de empréstito, donación y arrendamiento y en los contratos que tengan por objeto actividades comerciales o industriales de las entidades estatales que no correspondan a las señaladas en el numeral 2o. de este artículo, o que tengan por objeto el desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas, así como en los contratos de seguro tomados por las entidades estatales, se prescindirá de la utilización de las cláusulas o estipulaciones excepcionales”.

A partir del artículo mencionado, las cláusulas excepcionales se configuran como estipulaciones virtuales y de obligatoria incorporación en los contratos de concesión, obra pública, prestación de servicios públicos, aquellos cuyo objeto consista en el ejercicio de una actividad sometida a monopolio estatal y en los contratos relacionados al Programa de Alimentación Escolar (PAE), conforme a la modificación del artículo 52 de la Ley 2195 de 2022. En estos contratos, independientemente de que las partes las hayan incluido expresamente o no, las cláusulas excepcionales se entienden incorporadas por mandato legal, en los términos previstos por el artículo 14 de la Ley 80 de 1993. De este modo, la Administración conserva las prerrogativas necesarias para asegurar la protección del interés general y la adecuada ejecución contractual.
[bookmark: _Hlk41077919]Para mayor claridad, la jurisprudencia ha señalado que el artículo 14 de la Ley 80 de 1993 estructura cuatro grupos de contratos en los cuales el régimen aplicable a las potestades excepcionales varía según el tipo contractual[footnoteRef:5]. Esta clasificación permite comprender de manera sistemática cómo opera la inclusión legal de dichas facultades y cuáles son los alcances de la intervención unilateral de la Administración en cada categoría contractual. El primer grupo corresponde a aquellos en los que es obligatorio incluir poderes exorbitantes, formado por aquellos que tengan por objeto el ejercicio de una actividad que constituya monopolio estatal, la prestación de servicios públicos, los contratos relacionados con el programa de alimentación escolar o la explotación y concesión de bienes del Estado, así como en los contratos de obra. En estas tipologías, conforme a la clasificación del artículo 1501 del Código Civil, los poderes corresponden a cláusulas de naturaleza, es decir, aquellas que –frente al silencio del pliego de condiciones o del contrato– forman parte del negocio en virtud de la ley[footnoteRef:6]. Considerando la relación directa de estos contratos con la eficiente prestación de los servicios públicos, los poderes exorbitantes de este grupo son irrenunciables.  [5:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 30 de noviembre de 2006. Exp. 30.832. C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. Idea reiterada en la Subsección A. Sentencia del 16 de agosto de 2012. Exp. 22.822. C.P. Mauricio Fajardo Gómez; Subsección A. Sentencia del 12 de noviembre de 2014. Exp. 30.251. C.P. Hernán Andrade Rincón; Subsección C. Sentencia del 13 de mayo de 2015. Exp. 32.492. C.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz (E), entre otras. 
]  [6:  El artículo 1501 del Código Civil prescribe lo siguiente: “Se distinguen en cada contrato las cosas que son de su esencia, las que son de su naturaleza, y las puramente accidentales. Son de la esencia de un contrato aquellas cosas sin las cuales, o no produce efecto alguno, o degeneran en otro contrato diferente; son de la naturaleza de un contrato las que no siendo esenciales en él, se entienden pertenecerle, sin necesidad de una cláusula especial; y son accidentales a un contrato aquellas que ni esencial ni naturalmente le pertenecen, y que se le agregan por medio de cláusulas especiales” (Énfasis fuera de texto).] 

El segundo grupo está conformado por los contratos en que estas facultades son potestativas, lo cual aplica a los contratos de suministro y de prestación de servicios. Si bien todas las entidades deben cumplir con los fines del artículo 3 de la Ley 80 de 1993, en este caso existe una relación indirecta con la prestación de los servicios públicos, por lo que estas cláusulas no son obligatorias. En este grupo, la ley no suple el silencio del pliego de condiciones o del contrato, pues –conforme al artículo 1501 del Código Civil– son elementos accidentales que requieren pacto expreso. 
El tercer grupo corresponde a los contratos del parágrafo del artículo 14 del Estatuto General donde la ley prohíbe pactar de estos poderes, so pena de nulidad absoluta por objeto ilícito. En esta categoría se ubican los contratos celebrados con personas públicas internacionales o aquellos de cooperación, ayuda o asistencia; los interadministrativos; los de empréstito, donación y arrendamiento; los contratos cuyo objeto sea el desarrollo de actividades comerciales o industriales de las entidades estatales que no correspondan a las previstas en el numeral 2 del artículo 14; los destinados al desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas; y los contratos de seguro tomados por las entidades estatales. 
Finalmente, el cuarto grupo está conformado por las tipologías que no se encuentran en alguno de los tres (3) grupos anteriormente comentados. Dado que la ley autoriza su ejercicio, no es posible fundamentar estos poderes en la autonomía de la voluntad. Por tanto, se entiende también están prohibidos en este último grupo, ya que: “De un lado […], este tipo de poderes requiere, cuando menos, autorización legal para su inclusión y posterior utilización, debido a la naturaleza que tienen estas prerrogativas -por su carácter extraordinario e inusual, en relación con el derecho común-, y, de otro, […] el legislador es el único que puede disponer competencias para la expedición de actos administrativos en desarrollo de los contratos estatales, actos que, como es sabido, constituyen el mecanismo de ejercicio de las exorbitancias contractuales”[footnoteRef:7]. [7:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 30 de noviembre de 2006. Exp. 30.832. C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.] 

[bookmark: _Hlk37703813]
ii. A partir de los considerandos expuestos, se advierte que las potestades exorbitantes o cláusulas excepcionales pueden configurarse como elementos de la naturaleza, accidentales o, en ciertos casos, prohibidos dentro de determinados contratos estatales. En este marco, adquiere especial relevancia el análisis de aquellos contratos cuyo objeto consiste en “la explotación o concesión de bienes del Estado”, pues estos se encuentran sometidos al ejercicio de potestades excepcionales aun cuando tales prerrogativas no estén pactadas de manera expresa en el contrato. 
Esto, obedece a que, por su propia naturaleza, dichos contratos involucran la gestión, protección y aprovechamiento del patrimonio público, lo cual habilita a la Administración para ejercer potestades exorbitantes orientadas a salvaguardar el interés general. Así, la presencia de potestades exorbitantes no depende exclusivamente de su estipulación contractual, sino de la función pública comprometida en la explotación o concesión de bienes estatales, lo que justifica la aplicación de un régimen reforzado de dirección y control administrativo.
No obstante, resulta necesario precisar el alcance de la expresión “explotación y concesión de bienes del Estado”. En particular, debe señalarse que dicha expresión no se limita, en sentido estricto, a los contratos tipificados en el artículo 32.4 de la Ley 80 de 1993 —referidos específicamente a los contratos de concesión—, sino que comprende otros contratos estatales que, aunque no estén previstos de manera expresa en dicha disposición, por su objeto y finalidad implican la utilización, aprovechamiento o administración de bienes estatales.
En este contexto, la expresión “explotación y concesión de bienes del Estado” debe entenderse como una categoría amplia que abarca todos aquellos contratos mediante las cuales un particular asume la gestión, uso o aprovechamiento de bienes públicos, independientemente de la denominación contractual empleada. Lo determinante es la naturaleza de la actividad desarrollada y su vinculación con la administración o explotación de bienes estatales, y no la tipología contractual específica.
Para efectos interpretativos, esta expresión debe analizarse conforme al sentido literal de las palabras, conforme a lo regulado en el artículo 28 del Código Civil, que prescribe: “Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal”. De esta manera, la interpretación debe partir del significado ordinario de los términos “explotación” y “concesión”, lo cual permite abarcar un espectro contractual más amplio que el previsto de manera taxativa en el artículo 32.4 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:8], por lo que limitar su alcance a esa enumeración taxativa implicaría desconocer que, en la práctica administrativa, existen múltiples formas de gestión, aprovechamiento y administración de bienes estatales que no encajan de manera rígida a la categoría de concesión del artículo 32.4, pero que sí comparten su finalidad económica y su lógica de colaboración entre el Estado y los particulares. [8:  ARTICULO 32. DE LOS CONTRATOS ESTATALES. Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación: 
[…]
 4o. Contrato de concesión 
Son contratos de concesión los que celebran las entidades estatales con el objeto de otorgar a una persona llamada concesionario la prestación, operación, explotación, organización o gestión, total o parcial, de un servicio público, o la construcción, explotación o conservación total o parcial, de una obra o bien destinados al servicio o uso público, así como todas aquellas actividades necesarias para la adecuada prestación o funcionamiento de la obra o servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo la vigilancia y control de la entidad concedente, a cambio de una remuneración que puede consistir en derechos, tarifas, tasas, valorización, o en la participación que se le otorgue en la explotación del bien, o en una suma periódica, única o porcentual y, en general, en cualquier otra modalidad de contraprestación que las partes acuerden. 
] 

Ejemplo de este entendimiento es lo expresado por Julián Pimiento cuando alude al contrato de aprovechamiento de bienes de uso público, en la que se permite a los municipios o distritos contratar con entidades privadas la administración, mantenimiento y aprovechamiento del espacio público, sin que implique para la ciudadanía la pérdida del uso, goce, disfrute y libre transito[footnoteRef:9] . Para el doctrinante en mención, este tipo de contratos se caracteriza por los siguientes elementos: a) la ocupación privativa, complementaria o compatible con el uso público del bien,- b) una remuneración a favor de la Administración propietaria por el uso privativo directamente ligado al beneficio financiero extraído de esta ocupación; c) la inclusión de una cláusula de protección de la afectación del bien, cláusulas excepcionales y de reversión; y d) la imposibilidad de reconocer derechos reales en ese caso[footnoteRef:10]. Se infiere de que el planteamiento de que cuentan con potestades exorbitantes se funda en una interpretación sistemática del artículo 14 de la Ley 80 de 1993 sobre explotación y concesión de bienes del Estado y lo dispuesto en el parágrafo 1 del artículo 7 de la Ley 9 de 1989, modificado por el artículo 40 de la Ley 2079 de 2020, establece que en los actos y contratos celebrados para el aprovechamiento económico del espacio público se presume de derecho la incorporación de la cláusula de reversión prevista en el artículo 14, numerales 2 y 19 de la Ley 80 de 1993, así como en el artículo 29 de la Ley 1150 de 2007. Dicha cláusula opera una vez se extinga el plazo fijado en los respectivos actos o contratos.  [9:  Decreto 1077 de 2015. Artículo 2.2.3.3.3 Administración, mantenimiento y el aprovechamiento económico del espacio público. Los municipios y distritos podrán contratar con entidades privadas la administración, mantenimiento y el aprovechamiento económico para el municipio o distrito del espacio público, sin que impida a la ciudadanía de su uso, goce, disfrute visual y libre tránsito. 
]  [10:  PIMIENTO Echeverri, Julián. El aprovechamiento económico de los bienes de uso público. Reflexiones con ocasión del reciente fallo de unificación sobre la improcedencia del contrato de arrendamiento. En: Revista Digital de Derecho Administrativo. Universidad Externado de Colombia. Diciembre. 2019. p. 52. ] 

	
iii. Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la caducidad de la facultad sancionatoria y sus procedimientos debe realizarse por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad pública definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

IV. Referencias normativas 

	· Código Civil, artículo 1501. 
· Ley 9 de 1989, artículo 7. 
· Ley 80 de 1993, artículos 14 a 19, 32. 
· Ley 1150 de 2007, artículos 7, 11 y 17. 
· Ley 1508 de 2012, artículo 22. 
· Ley 2079 de 2020, artículo 40. 
· Ley 2195 de 2022, artículo 52. 
· Decreto 1077 de 2015, artículo 2.2.3.3.3. 



V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha pronunciado sobre las potestades exorbitantes en los Conceptos C-053 del 30 de enero de 2025, C- 1503 del 26 de noviembre de 2025, entre otros. Esto, sin perjuicio de nuevas consideraciones sobre las potestades exorbitantes y sobre los contratos en que se aplican. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual, accede a través del siguiente enlace:
https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
        
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,

[image: Texto
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